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SECCIÓN CIVIL DEL TRIBUNAL DE INSTANCIA DE MADRID. PLAZA Nº 42 
Calle del Poeta Joan Maragall, 66 , Planta 5 - 28020
Tfno: 914932916
Servicio Común Tramitación: SCT.instanc042@madrid.org
Servicio Común Ejecución: SCEJ.instanc042@madrid.org

NIG: 
Procedimiento: Procedimiento Ordinario /2025
Materia: Obligaciones

Demandante: D./Dña. y D./Dña. 
PROCURADOR D./Dña. 
Demandado: D./Dña. 
PROCURADOR D./Dña. MARIA ASUNCION SANCHEZ GONZALEZ

SENTENCIA Nº /2026

En  Madrid, a 15  de  Julio  de  2026

Vistos  por  la  Ilma. Sra. Dña. Mónica  Boticario  Martín, Magistrada-Juez   de  la 
Sección  Civil  del  Juzgado  de  Primera  Instancia  nº 42  de  Madrid, los  presentes  autos 
de  Juicio  Ordinario  sobre  reclamación  de  cantidad, seguidos  ante  este  Juzgado  con 
el  nº /25, a  instancia  de  D. Y  DÑA.                , representados  
por  el  Procurador  D.  , y asistidos  por  la  Letrada  Sra.            , contra   
DÑA.  , representada   por  la  Procuradora  Dña. María  Asunción  Sánchez  
González, y  asistida  por  el  Letrado  Sr. Fernández  Jiménez.

ANTECEDENTES  DE  HECHO

PRIMERO: Por  la  parte  actora  se  formuló  demanda, en  la  cuál  se 
solicitaba, previa  alegación  de  los  hechos  y  los  fundamentos  de  derecho, que  se dicte 
sentencia  “  en    la    cual    se    contengan    los    siguientes pronunciamientos:1º.-
Se condene a la Demandada, Dña.                 , al pago  a  mis mandantes de la suma  de 
SETENTA  Y CUATRO MIL NOVECIENTOS   TRES   CON   OCHENTA   Y NUEVE 
EUROS (74.903’89€), además  del interés legal que  se  devengue sobre  la citada 
cantidad, a contar de la interposición de la presente Demanda; 2º.-Se condene  a  
la Demandada,  Dña.                    en  su  condición  de  usufructuaria, a pagar  a  mis  
patrocinados  el interés legal de la suma de SIETE MIL DOSCIENTOS SESENTA Y 
CINCO CON CINCUENTA Y SEIS EUROS(7.265’56 €), a contar de  la interposición 
de  esta  Demanda, y  durante  todo  el  tiempo  que dure el usufructo, debiéndose 
liquidar dichos importes anualmente; 3º.-Se condene a  la  Demandada  al pago  de  
las  costas  que  se devenguen por la tramitación del procedimiento que se inicia”.
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SEGUNDO: Admitida  a  trámite  la  demanda, por  Decreto  de  19  de 
Noviembre  de  2025, se  dio traslado  de  la  misma  al  demandado, emplazándole  para 
que contestara  a  la  demanda. Presentado  el  correspondiente  escrito  de  contestación, 
se  citó  a  las  partes  a  la  celebración  de  la  Audiencia  Previa con  la  finalidad  de  que 
las  partes  pudieran  llegar  a  un  acuerdo, y, en  caso  de  que  ello  no  fuera  posible, 
resolver  las  excepciones  procesales  que  impidieran  la  válida  prosecución  del 
procedimiento, fijar  el  objeto  del  pleito, y  determinar  cuáles  de  las  pruebas 
propuestas  por  las  partes  habían  de  ser  admitidas  y  practicadas. Una  vez  cumplidas 
las  referidas  finalidades, se  citó  a las  partes  para  juicio.

TERCERO: En  el  acto  del  juicio se  practicaron  todas  las  pruebas  admitidas 
por  SSª, quedando  los  autos  vistos  para  sentencia.

CUARTO: En  la  tramitación  del  presente  procedimiento  se  han  observado 
todas  las  prescripciones  legales, y  de  general  y  pertinente  aplicación.

FUNDAMENTOS  DE  DERECHO

PRIMERO: Por  la  parte  actora  se  ejercita  la  acción  de  reclamación  de  las 
cantidades  adeudadas  por  la  demandada, en  su  condición de  usufructuaria, por  el 
coste  de las  obras que  debieron  llevarse  a cabo  en el  edificio  en el  que  se  ubican  los 
inmuebles  dejados  en  nuda propiedad  a los actores  de la  herencia  de su  abuelo   
D. , y  en  usufructo  a la  demandada, como  segunda  esposa  del causante.
Como quiera que  esas  obras  eran  necesarias, por venir  impuestas por  el
Ayuntamiento  de  Madrid, e  imprescindibles  para  el  mantenimiento y  conservación del
edificio, su  coste  debe  ser  asumido, defiende, por la única  beneficiara  de las mismas, es
decir, por  la  demandada, que  es la  que  disfruta  de los citados  inmuebles y  de
los frutos, a modo  de  rentas por  alquiler, que  se obtienen  de los mismos. Respecto  de
las obras  no impuestas  por  el  Ayuntamiento, pero  también  llevadas  a cabo
aprovechando la  coyuntura  de las  obras  sí  incluidas  en el  requerimiento
administrativo, cuales  son el  cambio  de la instalación eléctrica  y  la  instalación de un
ascensor en la  Comunidad de Propietarios, dado  su carácter  de mejora, sí deben
ser  asumidas por  la nuda propiedad, pero  pudiendo repercutir  o  reclamar  el
interés  legal  del importe  de  su realización a la  usufructuaria, lo que  también es
objeto de  reclamación en la  presente demanda. Acreditando  que  fueron  los  nudos
propietarios  los  que  costearon, en el porcentaje  de  partición  que  ostentan  sobre la
comunidad, la  realización de  todos  estos trabajos, repiten  ahora  contra  la
usufructuaria, para  reclamarle tales cantidades, al entender  que  les  es  debido.

El  demandado se  opone  a  la  demandada  sobre la  base  de considerar  que  se 
ha incurrido  en  la  falta  de  requerimiento previo  a la  usufructuaria  para llevar  a cabo 
ella misma  estos  trabajos u  obras  de mantenimiento, siendo l a  falta  de  dicho 
requerimiento  obstativo en  el  ejercicio  de la  acción que se pretende. Sobre le fondo  del 
asunto, defiende  esta parte  que  las obras de  rehabilitación del  edificio impuestas por  el 
Ayuntamiento  de  Madrid  a  raíz  de una  ITE  desfavorable  se  revelaron  como 
necesarias  mucho  antes  de  que  se  constituyera  el  usufructo  a su  favor, por lo que no 
puede decirse  que  deriven  del  uso  que  ella  haya  realizado  de  tales inmuebles, o  de 
una  falta  de mantenimiento  a  ella imputable. Junto  a ello, considera  la parte 
demandada  que no  nos  encontramos  ante  obras  que puedan  ser  calificadas como 
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ordinarias, dada  su  magnitud, alcance  y costo, de manera  que, entrando  dentro  de la 
calificación de  obras  extraordinarias, su  pago debe  ser  realizado  por la  nuda  propiedad 
y no  por la  usufructuaria. Termina  esta parte  allanándose  a la  pretensión contenida  ene 
l punto  2º  del  suplico  de la  demanda, es  decir, al pago  de los  intereses  legales  de la
cantidad  abonada  por la  actora por las  obras  de  eficiencia  energética  e instalación del
ascensor  llevadas  a  cabo por la  CCPP  en  este edificio  y  que la propia  demandante
califica  como  de  mejora. Por todo  ello, y  a  excepción de  este  allanamiento parcial,
solicitan  la íntegra  desestimación de la  demanda, con  expresa condena  en  costas  a la
parte actora.

SEGUNDO: Siendo  la  acción  ejercitada  la  contemplada  en los  artículos  500 
y  502  del  Código  Civil, conviene  comenzar  esta  argumentación  exponiendo  el 
contenido  exacto de  dichos  preceptos. 

Así, dispone  el  artículo 500 “El usufructuario está obligado a hacer las 
reparaciones ordinarias que necesiten las cosas dadas en usufructo. Se considerarán 
ordinarias las que exijan los deterioros o desperfectos que procedan del uso natural de las 
cosas y sean indispensables para su conservación. Si no las hiciere después de requerido 
por el propietario, podrá éste hacerlas por sí mismo a costa del usufructuario”. Añade el 
artículo  501  que  “Las reparaciones extraordinarias serán de cuenta del propietario. El 
usufructuario está obligado a darle aviso cuando fuere urgente la necesidad de hacerlas”. 
Finalmente, el  artículo  502  del  Código  Civil  establece  que  “Si el propietario hiciere 
las reparaciones extraordinarias, tendrá derecho a exigir al usufructuario el interés legal de 
la cantidad invertida en ellas mientras dure el usufructo. Si no las hiciere cuando fuesen 
indispensables para la subsistencia de la cosa, podrá hacerlas el usufructuario; pero tendrá 
derecho a exigir del propietario, al concluir el usufructo, el aumento de valor que tuviese la 
finca por efecto de las mismas obras. Si el propietario se negare a satisfacer dicho importe, 
tendrá el usufructuario derecho a retener la cosa hasta reintegrarse con sus productos”. 

Como nos  recuerda  la  Sentencia  de la  Audiencia  Provincial  de  Almería, 
sección  1º, de  1  de Marzo  de  2023: La sentencia del TS de 25 de abril de 2018 expresa 
-1.-La obligación legal del usufructuario de realizar las reparaciones ordinarias impuesta
por el art. 500 CC es configurada en nuestro ordenamiento como una auténtica obligación
exigible durante toda la vida del usufructo, porque el nudo propietario tiene interés en
que la cosa objeto de usufructo no se deteriore. Es una obligación que nace con el inicio
del derecho del usufructo y no con la entrada en posesión de la cosa y su fundamento es el
propio deber de conservar y cuidar diligentemente los bienes usufructuados
( art.497 CC ). El art. 500.2 CC define las reparaciones ordinarias como las que exijan los
deterioros o desperfectos que procedan del uso natural de las cosas y sean indispensables
para su conservación. El nudo propietario, por tanto, no podría pedir mejoras, obras que
incrementen el valor de la cosa dada en usufructo, pero sí las reparaciones indispensables
para su conservación, las que permitan continuar disfrutando de la cosa en el estado que
se recibió para mantener su función y utilidad. El nudo propietario tampoco podría exigir
la reparación de los deterioros naturales y consustanciales al uso adecuado de la cosa
conforme a su destino ( art. 481CC ) En el mismo sentido, SAP de Burgos de 7 de julio de
2016, SAP de Pontevedra de 31 de enero de 2013 y SAP de Madrid de 29 de junio de
2012, entre otras.

Sobre  esta  fundamentación  jurídica  se  plantean  tres  cuestiones  que  son las 
que  conforman  el objeto  litigioso: la  primera, si  la parte  demandante  cumplió  con  el 
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requisito  de  procedibilidad  de la  acción  ejercitada, requiriendo  a la  usufructuaria  que 
llevara  a cabo  estas  obras  para, tras la  negativa  de  ésta, poder  hacerlas  ella  por  sí 
mismas  y  reclamarle  su  importe. La  segunda, si  la necesidad  de  llevar  a cabo  estas 
obras  cuyo importe  se  reclama es  anterior  a la constitución del usufructo, y, por  ende, 
ajeno  al mismo, y  si  ello  determina  que no  puedan serle  exigidas  a la parte 
demandada. Finalmente, si  las  obras  que  constituyen  la  razón de  ser  de esta 
reclamación ha  de  ser  calificadas como  ordinarias  o  extraordinarias, a los  efectos  de 
serles  de  aplicación lo  dispuesto  en el  artículo  500 del  Código Civil, o  el  artículo  502 
antes  transcritos.

TERCERO: Para  dar  respuesta  a  estas  cuestiones  hemos  de  analizar, en 
primer  lugar, la  prueba oral  practicada  durante  la  celebración del  juicio.

Así, comenzando  por   la  declaración  testifical  del  administrador  de  
esta Comunidad  desde  el  año  2016, D.              , explicó el mismo que recibieron 
un  requerimiento  del  Ayuntamiento  para  que  se  llevaran  a cabo  las  obras de  la  ITE, 
que  había  resultado  desfavorable. De  dicho  requerimiento  informó  por el grupo de  
difusión de la  comunidad tanto  a  los actores como a la  parte  demandada, los primeros  
representados en  ese  momento  por  su  padres, ya  que  eran  menores  de edad, y  
la  segunda  por un  asesor  legal. Para  pagar  estas  obras  hubieron de  aprobarse 
derramas  extraordinarias, puesto que las ordinarias  sirven  para  cubrir  sólo los  gastos 
del día  a día. Corroboró  el  testigo que  las partes  de  este procedimiento  tienen  el  58% 
del edificio, siendo  la  demandada  quien abona  las  cuotas  ordinarias  de la  comunidad 
desde  que  falleció  su esposo. También  dijo que tras  el  fallecimiento  del  mismo  se 
celebró  una  primera  Junta  en la  Comunidad  a la  que asistieron  los nudos  propietarios 
y  la  usufructuaria, pero  los  primeros reclamaron que la  usufructuaria  se  marchas e 
porque  no ostentaba  la  representación de  esos  pisos, que  eran  de  ellos. Así  lo 
hicieron y  no  volvieron  a ninguna  otra  junta. Por  esta  razón, la  usufructuaria  no  ha 
participado  en la  toma  de  decisiones  para  aprobar  derramas  para  pagar  estas  obras 
de la  ITE, aprobándose  las mismas en las  Juntas  que  se iban celebrando  a las  que 
asistían  solo  los nudos propietarios.

A continuación, se  hizo  llamar  al  perito  de  la parte actora, 
D. , autor  del documento  nº 55  de los  de la  demanda, Defendió el
mismo, como así  lo  recoge en su  informe, que  estas  obras  en  virtud de las  cuales  se
está  reclamando  no  afectan  a la  estructura  del  edificio  ni  a su  volumetría, sino que
se  trata  de una  intervención menor, hasta  el punto  de  que  podrían  estar  firmadas  y
dirigidas  por un arquitecto  técnico  como  él, sin  precisar  de un  arquitecto
superior. Hay  que  distingue  entre  obras  ordinarias  y obras  extraordinarias,
siendo éstas ordinarias porque  no  afectan  a la  volumentía ni  a la  dimensión  general
del  edificio, ni a su  condición  arquitectónica, sin que  se  pueda  tomar  en
consideración su coste  para clasificarlas  como  extraordinarias. El  cambio  de
instalación eléctrica  vino  provocado por la instalación del  ascensor, porque  estaba
obsoleta. Por  eso  hubo  que  cambiarla, pero  no siendo por  ello una  obra
extraordinaria sino  ordinaria. Le consta  que la demandada  hizo  obras  también  los
apartamentos  de los  que  es  usufructuaria.

A preguntas  del  Letrado  de la parte  demandada, declaró  el  perito  que 
su criterio es considerar  obras  ordinarias  todas las  que no sean innovativas, de  
mejora  y ornato, que  a su  vez  pueden  ser  urgentes  o no, dependiendo  del  caso, 
desconociendo si eso  es lo que  señalan  los  artículos  500 a 502  del  Código  Civil.
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Frente  a  su  parecer, encontramos  el  del  perito  de la parte  demandada, D. 
Lo primero  que  indicó  este perito, en cuanto a las obras  de la fachada, es  que la empresa  
que las llevó  a  cabo  ha  facturado  y  hecho más  cosas  de las  que  se indicaban  en el  
proyecto  de  2017. En cuanto a la  calificación de las  obras llevadas  a  cabo  en  este  
edificio, señaló  este  perito  que  todas las  obras  llevadas  a cabo  en  este  edificio  
desde  2017  no  surgen  o  se  deriva  su  necesidad  de  ejecutarlas del  uso  hecho  por la  
usufructuaria, sino que  se  trata  de  defectos que  se  reflejan  ya en la  ITE  de  2011 e 
incluso  en la  de  2001. 

A preguntas  de la  Letrada de la parte  actora, explicó  el Sr.         que  partiendo 
de la  definición  contenida  en el  artículo  2 LOE, ha  de  reconocer  que  las 
obras realizadas  no  supusieron  un  cambio  en la  volumetría  o  en  la  estructura  del  
edificio, pero no  por  eso  son  menos  importantes. Sin  embargo, añadió, este  precepto  
no  indica que  sólo  esas  obras  son  de  carácter  extraordinario. Por  eso él  acude  para  
determinar la  naturaleza  de  estas  obras  a lo  que  al  respecto se  recoge  en el  Código  
Civil, y no en la LOE. Es  decir, para la  elaboración de  su  informe  cita  o  toma  
con  referencia normativa  técnica, como  el  Código  Técnico  de la  edificación o el  libro  
del  edificio, y normativa  no  técnica  como  el  Código  Civil. Y  hace  esto porque 
no  hay  ninguna norma  técnica  que  recoja  un  solo y  único  concepto  de  obras  
ordinarias  y  obras extraordinarias. Es  decir, no  hay  una  única  definición  en la  que  
confluyan  todas las normas. Por  eso  hay  que  llegar  a la  definición más  correcta  
teniendo en cuenta  todas las  normas  aplicables. La  Ley  de  Propiedad  Horizontal, 
por  ejemplo, se  remite  al Código  Civil, mientras  que la  LOE no  dice  nada al  
respecto.

El último  en  comparecer  fue  el perito  contable D.                documento 14  del  
escrito  de contestación, cuyo objeto  era  el  estudio  económico de las  inversiones hechas 
por las  demandadas  en  los  distintos  pisos  de los  que es  usufructuaria., obras que  
se  han  ejecutado  y  pagad  y  cuyo  valor  está  en torno  a los  trescientos mil  euros. 
También  intervino  en  una  de las  juntas  como asesor  o  representante de 
la usufructuaria, pero  le  invitaron a  abandonar  la  junta  y  así  lo  hizo. Desde  entonces, 
ni él  ni la  demandada  han  vuelto  a ir  a una  Junta. Su  informe, pues, se  ciñe  a 
obras realizadas  en los  elementos  privativos  de  estos pisos  de la  usufructuraria  y  
no  en elementos  comunes del  edificio, ni  a las  obra  de la  ITE.

Para  esclarecer  los tres  puntos  de  controversia  hemos  de  tomar  
en consideración  también la  prueba  documental unida  a  autos.

En  este  sentido, como quiera  que la parte  demandada no  pone en  duda  ni  la 
realidad  de las obras  llevadas  a cabo, ni  de  los  acuerdos  adoptados en  Junta  de 
la Comunidad  de  Propietarios para  contratar  empresas, aprobar  presupuestos  y  costear 
las mismas, ni  la  cantidad  abonado  por  todo ello  por  los  demandantes (art. 281.3 
LEC), pasaremos por  alto los  documentos  5  a 42  de la  demanda  referente  a 
todos  estos puntos. Tampoco es  objeto de controversia  como  se  llevó a  cabo la 
partición de la herencia  entre  ambas partes, lo que se  documenta  a  través  de 
las notas  simples aportadas  como  documento  1 y  con la  escritura  de  
aceptación de la  herencia  y aporbación del  cuaderno  particional (doc. 2),

Respecto  de los puntos  litigiosos, hemos  de tomar  en consideración 
el documento  nº 3, que  es la  resolución de  requerimiento  de  ejecución de las  obras  de 
la ITE  dictada por el  Ayuntamiento  el  28  de  Julio  de  2017, que  se complementa  con 
la resolución del  ayuntamiento  de  5  de  Abril  de  2018  autorizando el inicio de las 
obras (doc. 3 y 4 de la demanda). A continuación se aporta el  Acta  de  Junta  
de  esta  
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comunidad  de  19  de Marzo  de  2019, en la  que se  acuerda  exigir  a los nudos 
propietarios  que  pague  el  58%  del coste  de las  obras  realizadas, conforme  a su  cuota 
de participación en el  edificio, a lo que  aducen los  representantes  de los  actores  que 
quien  debe  pagar  es la  usufructuaria. Ante  esa  negativa  a hacerse  cargo del 
reclamado, la  CCPP  demandó  a los actores, llegándose  finalmente  a un  acuerdo  en  el 
que los  nudos propietarios  se comprometían a  pagar  lo  reclamado  a la  CCPP pero 
poniendo  de  manifiesto de forma  expresa  su  intención de  repetir  contra  la 
usufructuaria (doc. 43 a 46). Con todo  y  con  eso, consta  acreditado el  final  de las  obras 
exigidas por  el  Ayuntamiento  en cumplimiento  de la  Ite  el  16 de  Julio  de  2021 (doc. 
49) y  el  archivo  del  expediente  administrativo  por  cumplimiento  del  requerimiento
de  ejecución  realizado  el  7  de  Octubre  de  2021 (doc. 50). Después  de  esta  fecha
sólo quedó pendiente  de  regularizar  la instalación eléctrica  mediante  la  emisión del
correspondiente  certificado  de  eficiencia  energética  y  el  dictamen  favorable  del
Ayuntamiento al haberse  cumplido  ya los  requisitos  de  accesibilidad  y  eficiencia
energética, lo que se cumplimento  el 27  de  Enero  de  2022 (doc. 51 y 52).  Se aporta,
asimismo, por la parte  demandante, comprobante  de todos los  pagos por  ellos
realizados, e  informe pericial  de  D. Enrique  Esoclar-Noriega (doc. 55). El documento
56  es, por  su parte, el  burofax  que la demandada  les  hizo  llegar  a los  actores  el  7  de
Febrero  de  2017, reclamando  que  llevaran  a  cabo las obras  necesarias  en los pisos  de
su propiedad  y  en las  zonas  comunes, para  garantizar los  derechos  de  uso  a  ella
concedidos, respondiendo  a tal  requerimiento los  hoy  demandantes diciéndole  que
como  ella  sería  la única  beneficiaria  por  esas  obras, que las  acometa  ella  si  lo
considera  oportuno, a  su  costa. El documento  58  acredita  que  es la  usufructuaria
quien  paga las  cuotas  ordinarias  de la comunidad  desde  que  se  constituyó como  tal, y
el  documento 59, último  del  ramo  de prueba  de la  actora, el  burofax  de  fecha  25 de
Marzo  de  2025  por el que se  requiere  a la  demandada  para  que  pague  a los  nudos
propietarios  la  cantidad  que  ellos  han abonado  por la  realización de  estas  obras  de la
ITE.

La  parte  demandada acompaña  a  su  contestación  el  cálculo  de  los intereses 
legales  a los  que  se  ha  allanado, por la  cantidad abonada por los  actores  para  las 
obras  de mejora  consistentes en la instalación eléctrica  e instalación del  ascensor, así 
como  justificante  de  su  consignación en la  cuenta  del  juzgado (do. 2 y 3). A  ello  se le 
suma  el  Acta  Notarial  de  acreditación del  estado  de las  viviendas  dadas a ella  en 
usufructo  a  fecha  de  constituirse el mismo, el  28 de  Septiembre  de  2016 (doc. 4). Le 
siguen  los  distintos informes periciales  el  estado  de  cada uno  de  estos pisos  y  de las 
zonas  comunes  del  edificio, y las dos periciales  ya mencionadas (doc., 13 y 14 de la 
contestación). 

CUARTO: Con  el  resultado  de  toda la  prueba  expuesta daremos  respuesta  a 
las  tres  cuestiones  planteadas: 

Así, respecto  de la cuestión  de  SI  SE  CUMPLE  O NO  EL  REQUISITO 
DE  REQUERIMIENTO  PREVIO  AL  USUFRUCTUARIO  PARA  HACER LAS 
OBRAS  PEVENIDO EN EL  ARTÍCULO 500  CC, la  respuesta  es NO, 

En  efecto, el precepto indicado  no  puede  ser más claro  en su  redacción cuando 
señala  que  “Si no las hiciere después de requerido por el propietario, podrá éste hacerlas 
por sí mismo a costa del usufructuario”. En  el presente  caso  consta  acreditado  que la 
usufructuaria  no  acudió a las  juntas  después  de la primera, que  tuvo  que  abandonar 
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precisamente  por  requerimiento  de la  parte  actora, tal y  como  atestiguaron  
el administrador  de la  Comunidad, D.            y  el  perito  contable  que  actuaba en la 
misma  como  asesor  de la  demandada.             . No participó, pues, de  ninguna de las  
decisiones  adoptadas en  dichas  juntas  para la  realización de  estas  obras, sin  que conste  
tampoco  en  ellas  manifestación de los nudos propietarios en el  sentido  de  que se  la  
requiriera  a ella para  su  ejecución o que  haría lo propia  dicha partes  antes  de votar  
en favor  o  en contra  de su  ejecución. La primera manifestación que  se  realiza  en tal  
sentido  es  en la  Junta  de  19  de Marzo  de  2019 (doc, 43), cuando las obras  ya  se 
había iniciado  en  Abril de  2018 (doc, 4). La primera  vez  que  se  dirige  la parte  actora 
a la  demandada  para  reclamarle  algo  referente  a estas  obras  de la  ITE  es en   25  de 
Mayo  de  2025, según  burofax  aportado  como  documento  59  de la  demanda. En  esa 
fecha, las obras  estaban  ya  totalmente  concluidas (certificado  final  de  obra  de  6  de 
Julio de  2021  aportado  como  documento  49 de la  demanda) y  archivado  
el expediente  administrativo  de  requerimiento (documento 50), e incluso  
emitido el certificado  de  eficiencia  energética  respecto de las obras de mejora (doc. 
52). Nunca, que conste acreditado, los  nudos  propietarios  hicieron  partícipes  a la  
usufructuaria  de las  decisiones  a adoptar respecto  de  estas obras  exigidas por la  ITE, 
ni le  reclamaron su  realización, ni  le  advirtieron de que  en  caso  de  negarse  a hacerlas  
se  ejecutarían a su  costas. Ni  siquiera  el  burofax  de  25  DE Marzo de  2025  
atiende  al  sentido  del requerimiento  proclamado  como  necesario  y  previo en el  
artículo  500  del Código Civil, amén  de  ser muy  posterior  a la  ejecución de  las 
mismas. Siendo ello  así,  faltaría el  primero  de los presupuestos  de la  acción, 
debiendo  por  ello  mismo  ser  ésta desestimada  en cuanto  al punto  primero  de  su  
suplico.

En  aras al principio de congruencia, y  dados  los términos  en  que  se  desarrolló 
el  debate litigioso, entiende  este  Juzgador  necesario entrar  también  a valorar los otros 
dos  puntos  de la  controversia.

El  segundo  de ellos era, pues, SI  LA  NECESIDAD  DE  LLEVAR  A CABO 
ESTAS  OBRAS  SURGIÓ  ANTES  DE LA CONSTITUCIÓN DEL 
USUFRUCTO Y  POR  ENDE, NO  SON SUBSUMIBLES  EN LA OBLIGACIÓN 
QUE IMPONE AL MISMO  EL  ARTÍCUL  500 DE  CÓDIGO  CIVIL. En  este 
caso, el  resultado  de la prueba  practicada  evidencia, en  efecto, que no  son  obras  cuya  
realización le  pudiera ser  exigida  a la  demandada.

Debemos partir, en  este  caso, de que  según  se  deprende  del  documento  nº  3 
de la  demanda, y  de las  palabas  del  Administrador  de la  CCPP, el  requerimiento  
y orden  de  ejecución del  Ayuntamiento  se  emite  el  28  de Julio  de  2017, pero  que  ya 
había  habido uno  anterior, no  atendido, de  fecha  11  de  Mayo  de  2012. Ello  es  así 
porque  los  defectos  que  el  Ayuntamiento  exige  que  sean  corregidos, mediante  
la ejecución de los  trabajos  de  reparación necesarios, están  detallados  en la  
ITE desfavorable  del  edificio  de  24  de Marzo de  2011. Frente  a ello, el  usufructo en  
favor de la  demandada  nace cuando  se  produce el  fallecimiento  del  causante, el  2  de  
Abril de  2016, es  decir, con  fecha posterior. Si  acudimos, además, a los documentos  4  
a 12 del  escrito  de contestación, se  constata  con  claridad  el  mal  estado  de 
conservación de edificio  en sí, tanto  en sus  zonas  comunes  como en  los  inmueble s 
privativos  que  le correspondieron  en  usufructo a la parte  demandada. De este  
relato  cronológico  se despende  con  rotundidad  que  los  desperfectos  que  el  edificio  
presentaba, que  dieron lugar  a la orden  de  ejecución emitida por el  Ayuntamiento  
y  que  provocaron  la realización  de las obras  cuyo importe  se  está  reclamando  
son  muy  anteriores  a la 
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constitución del  usufructo, y  qur, por  ende, no  derivan  del  citado  uso  o  de  falta  de 
mantenimiento  de la propia  demandada o por  el paso  del  tiempo, pero  en  el tiempo en 
que  ya  la  demandada  ostenta  ese  derecho y no  antes. Que  estas  obras no  se  hubieran 
ejecutado  antes  de la constitución del  usufructo, por  dejadez  del  acusante, titular 
original de  todo  el edificio, o por la  Comunidad  de Propietarios  no  puede  dar  derecho 
a que, años  después  de que  fueran  puestos  de  manifiesto (en  2011), le  pueda  serle 
exigido  su pago  a la  usufructuaria, que  ya  recibió los pisos  cuyo  uso le  fue  atribuido 
en  un  estado  muy  deteriorado   y  que  avisó  de  ello  al  nudo  propietario (doc.  56  de 
la demanda), para luego  afrontar  ella  directamente  la reparaciones (doc. 14  de la 
demanda), cumpliendo  con ello  con todas las  exigencias  en el artículo  502 Cc.

 Pero  sin  duda  la  cuestión  más  clara  a los  ojos  de  este  Juzgador  es  la  de 
SI LAS OBRAS  EN  VIRTUD  DE LAS  CUALES  SE  RECLAMAN  TIENEN 
NATURALEZA  DE ORDINARIAS  O  EXTRAORDINARIAS. En  este  caso, y 
teniendo en  cuenta  la  extensa  Jurisprudencia  existente  en la  materia, ha  de  concluirse 
que se  trató  de obras  de  carácter  extraordinario, cuya  ejecución competía  a los nudos 
propietarios en virtud  de lo  dispuesto  en el  artículo  501  del  Código  Civil, y  por las 
que  no  pueden  repetir  frente  a la  usufructuaria. 

Como  fundamenta  la  Sentencia  de la  Audiencia  Provincial  de  Toledo, 
sección  1º, de  30  de Mayo  de  2022: “… conforme al artículo 500 del Código 
Civil corresponde al usufructuario -titular del derecho de uso y disfrute- la realización de 
las reparaciones ordinarias, esto es, como el mismo precepto especifica, las que exijan los 
deterioros o desperfectos que procedan del uso natural de las cosas y sean indispensables 
para su conservación, y al propietario la realización de las reparaciones extraordinarias, es 
decir, aquéllas que no sean ordinarias, o lo que es lo mismo, aquéllas que exijan los 
desperfectos que no procedan del uso natural de las cosas.

Por otra parte, la obligación de efectuar las reparaciones ordinarias no depende 
del uso o no por el nudo propietario de la cosa usufructuada, sino que la obligación de 
reparación ordinaria nace con el inicio del derecho del usufructo y no con la entrada en 
posesión de la cosa y su fundamento es el propio deber de conservar y cuidar 
diligentemente los bienes usufructuados.

Al respecto de unas y otras reparaciones, la SAP de Jaén de 5-9-2018 nos dice que 
"el art. 500.2 CC define las reparaciones ordinarias como las que exijan los deterioros o 
desperfectos que procedan del uso natural de las cosas y sean indispensables para su 
conservación. El nudo propietario, por tanto, no podría pedir mejoras, obras que 
incrementen el valor de la cosa dada en usufructo, pero sí las reparaciones indispensables 
para su conservación, las que permitan continuar disfrutando de la cosa en el estado que se 
recibió para mantener su función y utilidad. El nudo propietario tampoco podría exigir la 
reparación de los deterioros naturales y consustanciales al uso adecuado de la cosa 
conforme a su destino ( art. 481 CC )".

Así como resalta la SAP de Zaragoza, Secc. 5ª de 15-6-17 , es por eso, que el 
usufructuario puede usar las cosas que se deterioran por el uso y el tiempo, sin estar 
obligado a restituirlas como se lo entregaron; salvo dolo o negligencia en su uso. Dolo o 
negligencia que está constituido por no cuidar las cosas con la diligencia de un buen padre 
de familia. Más concretamente, por no efectuar las reparaciones ordinarias. Es decir, las 
que proceden del uso natural de las cosas y sean indispensables para su conservación, por 
ello procede distinguir entre reparaciones ordinarias y reparaciones extraordinarias que 
proceden de la dejadez (negligencia) del usufructuario al no ejecutar las ordinarias. El 
título jurídico, en este caso, será el de dolo o negligencia.
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La doctrina ha realizado un esfuerzo para conceptualizar las diferencias entre 
reparaciones ordinarias y extraordinarias.

Así, las primeras son una carga de los frutos, regular, periódica, previsible, 
soportable por el usufructuario, no suele exceder del importe de los frutos, procede del uso 
normal y es indispensable para la conservación material de la cosa. Las extraordinarias son 
una carga del capital, reconstruye el valor de lo perdido, tiende a perpetuar la capacidad de 
utilidad de la casa, es costosa, importante, inhabitual, excede del valor de los frutos.

La SAP de Madrid de 15 de abril de 2022 recoge la de la AP de La Coruña de 26-
11-2005 "La pretensión de los demandantes se funda pues en considerar los gastos como
ordinarios con arreglo a la calificación legal que Código Civil otorga a las reparaciones
"que exijan los deterioros o desperfectos que procedan del uso natural de las cosas y sean
indispensables para su conservación". Los tribunales han venido considerando, con arreglo
a la doctrina, que las reparaciones ordinarias se caracterizan subjetivamente por su
previsibilidad, soportabilidad y normalidad ( AP Castellón, sec. 3ª, 14-2-2003), añadiendo
con buen criterio la muy fundada sentencia AP Girona, sec. 1ª, 4-2-2000 , que no pueden
incluir alteraciones o sustituciones de partes esenciales (la STS de 25 de enero de
1912 , citada por la AP Teruel S 5-11-1999 , calificó de reparación extraordinaria la
necesaria reconstrucción de un tejado de una casa) y puede invocarse aquí el criterio
expuesto por la STS 17/2/1993 que, si bien para otro ámbito de discusión, estimó que si
las obras de reparación tendían a suprimir filtraciones de agua y humedades derivadas de
determinados vicios constructivos, las mismas excedían de las naturalmente debidas al uso
y conservación de la cosa), y que se entiende que normalmente son de pequeña
importancia económica, lo cual no es sino transposición cuantitativa de sus caracteres
subjetivos antes señalados."

Y  es que, partiendo  de la  base  de  que   el carácter ordinario o extraordinario de 
una obra o gasto  incumbe obviamente a quien sostiene el carácter extraordinario y cuya 
insuficiencia solo a él puede perjudicar   (art. 217 LEC ), lo que  también  ha  de  tomarse 
como  base  es  que  los conceptos de obra ordinaria o extraordinaria no son equivalentes 
en  el  ámbito  de  la  Ley  de  Propiedad  Horizontal, de la LOE,  o  del  Código  Técncio 
de la  Edificación, y  en  el  de  la  relación  entre  usufructuario  y  nudo  propietario, que 
deben valorarse no por el carácter de la junta en que se acuerdan, ni por su encaje en uno u 
otro precepto de la LPH, o la calificación que le otorgue una norma  técnica  considerada 
de  forma aislada, sino conforme  a lo indicado  en el  artículo 500  del  Código Civil, tal y 
como  lo  explicó el perito de la parte  demandada. D.                   , siendo, pues,  
ordinarias “las que exijan los deterioros o desperfectos que procedan del uso natural 
de las cosas y sean indispensables para su conservación”, siendo  extraordinarias todas 
las  demás, es  decir, las no ordinarias, atendiendo  a  criterios como los de 
previsibilidad, periodicidad, importancia económica o finalidad meramente de 
mantenimiento o de alteración o sustitución de elementos. 

Y  es  que, como  indica la Sentencia  de la Audiencia Provincial  de  La 
Coruña, sección  6º, de  26  de Noviembre  de  2005,”En primer lugar, hay que distinguir 
entre obras o reparaciones ordinarias y extraordinarias. Aquéllas son las derivadas del uso 
normal y del paso del tiempo y suelen ser de escasa entidad económica. Estas son de 
mayor envergadura y están adornadas del requisito de la indispensabilidad ( S.A.P. La 
Coruña, secc. 6ª, 26-11-2005)

En  el  presente  caso, las  obras  eran  de  ejecución  urgente  e imprescindible, 
dado  el  requerimiento  dictado  por  el  Ayuntamiento (doc. 3). Era  obras  de gran 
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envergadura, como lo demuestra el  elevado  importe  económico  de  su  ejecución, que  se 
derpende  de los documentos  5  a 42  de la  demanda, y  del coste  que  tuvo  que asumir 
por  ellas  la nuda  propiedad (documentos  53 y  54), que  ascendió  a 74.903´89 euros. 
Afectaban  a  un  número  importante  de  espacios, y  precisó de una  actuación 
prolongada  en el  tiempo (doc.  4 y 49 de la  demanda), de  casi  tres  años, con  multitud 
de  derramas  extraordinarias  que  hubieron  de  aprobarse  en las  sucesivas  juntas 
celebradas  al efecto. Y  la  urgencia  de  su  realización  vino  provocada por no una 
dejadez  de sus obligaciones  por parte  de la  usufructuaria, ni  por  el mero  paso  del 
tiempo, sino  por  la  omisión absoluta  del  deber  de conservación por parte  del 
propietario  originario  de todo el  edificio  y  de la  CCPP  después, habida  cuenta  de que 
ya  fueron  advertidas  en la  ITE  DE  2001, reiteradas en la  ITE  de  2011, y  no 
afrontadas  ni  ejecutadas  sino  a  raíz  de un  segundo requerimiento  realizado  por  el 
Ayuntamiento. Todos  estos datos, compartiendo el  criterio  expuesto  por el perito  de la 
parte  demandada  en el  documento  13  de la contestación, llevan a este  Juzgador  a 
entender  que  es evidente que no se trata  de  unas obras  de  mero  mantenimiento, sino de 
auténtica  rehabilitación del  edificio, en  pésimas  condiciones  antes  de  su  ejecución.

Por  todo  cuanto  antecede, procede  desestimar  la  acción ejercitada  en  la 
demanda, salvo  en la  parte  allanada por la  demandada, es  decir, en  el interés  legal  del 
coste  de las obras  de mejora  a que  se  refiere el  punto  2  del suplico  de la demanda, 
debiendo, en  virtud  de dicho allanamiento, y  por  aplicación de lo  dispuesto en el 
artículo 21 LEC, condenar  a la  demandada  al  pago  de  dicho interés  legal.

QUINTO:  En  materia  de  costas,  hay  que  estar  a  lo  dispuesto  en  el   nº 1 
del  artículo   394  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  que  establece  que  “En  los 
procesos  declarativos  las  costas  se  impondrán  a  la  parte  que  haya  visto  rechazadas 
todas  sus  pretensiones”, debiendo, DADA  LA  DESESTIMACIÓN  SUSTANCIAL  DE 
LA  DEMANDA, imponer  su  pago a la parte  actora.

FALLO

DESESTIMO LA DEMANDA interpuesta  por  el  Procurador  
D. , en  nombre  y  representación  de  D.  Y DÑA.  , 
frente  a  DÑA.  respecto  de la petición contenida  en el punto  1º  de  su 
suplico, ESTIMANDO sólo  la  acción  contenida  en el punto 2º  del mismo, Y  
CONDENO  por ello a la demandada, en  su  condición de  usufructuaria, a  pagar  a  
los  demandantes  el  interés legal de la suma de SIETE MIL DOSCIENTOS SESENTA Y 
CINCO CON CINCUENTA Y SEIS EUROS(7.265’56 €), a contar de  la  interposición 
de  esta  Demanda, y  durante todo  el  tiempo  que dure el usufructo, debiéndose 
liquidar dichos importes anualmente , imponiéndole  a la parte actora  el pago  de  las  
costas  procesales  causadas.

Notifíquese  esta  sentencia  a  las  partes, haciéndoles  saber  que  no  es  firme, y 
que  contra  la  misma  cabe  interponer  RECURSO  DE  APELACIÓN  que, en  
su caso, deberá  interponerse directamente  ante  el  órgano  judicial que haya  de conocer  
del mismo en  el  plazo  de  20  días  a  contar  desde  su  notificación (art. 458 
LEC). La interposición  de  dicho  recurso  exige  la  previa  constitución  de  depósito  
judicial  en  la cantidad  de  50  EUROS, a ingresar  en  la  cuenta  de  depósitos  y  
consignaciones  de 



Sección Civil del Tribunal de Instancia de Madrid. Plaza nº 42 - Procedimiento Ordinario /2025 11 de 11

este  Juzgado, advirtiéndose a  las  partes  que  la  no  constitución del  citado  depósito 
dará  lugar  a  la  inadmisión  a  trámite  del  mismo (Apartado  6  y  7  de  la  Disposición 
Adicional  Decimoquinta  de  la  LOPJ, según redacción  dada  a  la  misma  por  Ley 
Orgánica  1/2009  de  3  de  Noviembre). Dicho  depósito  será  devuelto  al  recurrente  en 
caso  de  estimación  total  o  parcial  de  la  apelación  planteada.

Llévese  el  original  al  libro  de  sentencias.

Por  esta  mi  sentencia, de  la  que  se  expedirá  testimonio  para  incorporarlo  a 
las  actuaciones, la  pronuncio, mando  y  firmo.  

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada 
sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con 
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 
o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines 
contrarios a las leyes.




